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1. ¿En qué parte de la Constitución Española se hace referencia explícita a la Declaración Universal de Derechos Humanos?  

a) En el Preámbulo. 

b) En el artículo 93. 

c) En el artículo 10. 

d) En el artículo 53. 

2. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Española, ¿cuál de las siguientes afirmaciones refleja correctamente el 

modelo de relaciones entre el Estado y las confesiones religiosas? 

a) El Estado español es confesional, pero garantiza la libertad religiosa. 

b) Ninguna confesión tendrá carácter estatal, y los poderes públicos mantendrán relaciones de cooperación con las confesiones 

religiosas. 

c) El Estado es laico y no puede mantener ningún tipo de relación con las confesiones religiosas. 

d) La libertad religiosa solo se reconoce a título individual, no colectivo. 

3. El desarrollo normativo del artículo 18 de la Constitución Española en lo referido a la garantía del derecho al honor, a la 

intimidad personal y familiar y a la propia imagen, debe hacerse necesariamente mediante: 

a) Ley ordinaria. 

b) Decreto-ley. 

c) Ley especial de armonización. 

d) Ley orgánica. 

4. De acuerdo con el artículo 67 de la Constitución Española:  

a) Un Diputado del Congreso puede simultáneamente ser miembro del Senado si renuncia a la percepción de una de las 

retribuciones. 

b) Un parlamentario está jurídicamente obligado a seguir las instrucciones de su partido político en las votaciones, pudiendo ser 

sancionado si no lo hace. 

c) Una reunión de parlamentarios celebrada sin convocatoria reglamentaria puede adoptar decisiones válidas si participa la mayoría 

absoluta de los miembros de la Cámara. 

d) Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo. 

5. ¿Cuál de las siguientes afirmaciones sobre la designación de senadores autonómicos según el artículo 69 de la 

Constitución Española es correcta? 

a) En cada Comunidad Autónoma se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los votantes 

de cada una de ellas. 

b) La designación de los Senadores autonómicos corresponde al Gobierno de la Comunidad Autónoma, que puede cesarlos 

discrecionalmente en cualquier momento. 

c) Cada Comunidad Autónoma designa un Senador y otro más por cada millón de habitantes de su respectivo territorio, 

correspondiendo la designación a la Asamblea legislativa autonómica. 

d) Las Asambleas autonómicas designan Senadores en proporción a la población, sin un mínimo inicial, mediante elección directa 

de los ciudadanos. 

6. Tal y como establece la Ley Orgánica 3/2007, para la Igualdad efectiva de mujeres y hombres, en su artículo 44, se reconoce 

a los padres el derecho a un permiso y una prestación por paternidad, en los términos previstos en la normativa laboral y 

de: 

a) Seguridad Social. 

b) Directivas europeas aplicables. 

c) Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público. 

d) Convenios sindicales. 

7. De acuerdo con el artículo 6 de la Ley Orgánica 3/2007, cuando se dan situaciones generadas por prácticas aparentemente 

neutras que ponen a personas de un sexo en desventaja particular respecto a personas del otro, se considera: 

a) Discriminación directa por razón de sexo. 

b) Discriminación indirecta por razón de sexo. 

c) Discriminación positiva por razón de sexo. 

d) Discriminación negativa por razón de sexo. 

8. Según recoge el artículo 3 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la 

Violencia de Género, el Plan Estatal de Sensibilización y Prevención de la Violencia de Género tendrá carácter: 

a) Anual. 

b) Semestral. 

c) Permanente. 

d) Temporal. 
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9. Fortalecer el marco penal y procesal vigente para asegurar una protección integral de las víctimas de violencia de género, 

es un: 

a) Fin establecido por los principios rectores recogidos en el artículo 2 de la Ley Orgánica 1/2004, de Violencia de Género. 

b) Objetivo del Plan Estatal de Sensibilización y Prevención de la Violencia de Género. 

c) Valor del sistema educativo español de los recogidos en el artículo 4 de la Ley Orgánica 1/2004, de Violencia de Género. 

d) Objetivo de Desarrollo Sostenible. 

10. Respecto a las Comisiones Delegadas del Gobierno, descritas en el artículo 6 de la Ley 50/1997, del Gobierno, indique la 

afirmación incorrecta: 

a) Su creación, modificación y supresión será acordada por el Presidente del Gobierno, a propuesta del Consejo de Ministros. 

b) Son órganos colegiados del Gobierno. 

c) Sus deliberaciones son secretas. 

d) Se crean mediante Real Decreto. 

11. La Ley 50/1997, del Gobierno, establece en su Capítulo I que la función de declarar los estados de alarma y de excepción y 

proponer al Congreso de los Diputados la declaración del estado de sitio corresponde: 

a) Al Presidente del Gobierno. 

b) A las Cortes Generales. 

c) Al Consejo de Ministros. 

d) Al Congreso de los Diputados. 

12. Según el artículo 62 de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público, el nombramiento y separación de los 

Subdirectores Generales de la Secretaría de Estado corresponde al: 

a) Director General inmediatamente superior. 

b) Ministro correspondiente. 

c) Secretario de Estado. 

d) Subsecretario. 

13. Según el artículo 55 de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público, la estructura de la Administración General 

del Estado no comprende: 

a) La Organización Territorial. 

b) El Instituto Nacional de la Seguridad Social. 

c) La Administración General del Estado en el exterior. 

d) La Organización Central, que integra los Ministerios y los servicios comunes. 

14. ¿Qué recoge el artículo 138 de la Constitución Española en su segundo apartado? 

a) Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado. 

b) Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún caso, privilegios 

económicos o sociales. 

c) Los municipios, las provincias y las Comunidades Autónomas gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses. 

d) Ninguna autoridad podrá obstaculizar la libertad de circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes 

en todo el territorio español. 

15. Según el artículo 150 de la Constitución española, el Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios 

para armonizar las disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la 

competencia de éstas, cuando así lo exija el interés general. ¿A quién corresponde la apreciación de esta necesidad? 

a) Al Presidente del Gobierno, previa aprobación en el Consejo de Ministros. 

b) Al Presidente de Comunidad Autónoma afectada, previa aprobación por mayoría absoluta en su Asamblea Legislativa. 

c) A las Cortes Generales, por mayoría simple de cada Cámara. 

d) A las Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada Cámara. 

16. La Ley 7/1985, Reguladora de las Bases del Régimen Local, establece en su artículo 3 que el municipio, la provincia y la isla 

son entidades locales territoriales; no gozan de esta condición: 

a) Las mancomunidades. 

b) Las comarcas. 

c) Las regiones históricas. 

d) Las áreas metropolitanas. 

17. ¿En qué momento se adquiere la condición de vecino de un municipio? 

a) Por nacimiento. 

b) A los seis meses de vivir en el municipio. 

c) Al inscribirse en el Padrón. 

d) Por matrimonio. 
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18. La Unión Europea se fundamenta en el Tratado de la Unión Europea y en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 

señale la opción correcta de las siguientes: 

a) Ambos tienen el mismo valor legal. 

b) El Tratado de la Unión Europea estructura la parte operativa. 

c) El Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea desarrolla la parte constitucional. 

d) El Tratado de la Unión Europea prevalece sobre el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. 

19. Según el artículo 8 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, la Unión se fijará el objetivo de eliminar las 

desigualdades entre el hombre y la mujer y promover su igualdad: 

a) En el marco de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y la Agenda 2030. 

b) En todas sus acciones. 

c) En la medida de las posibilidades de los Estados miembros y sus gobiernos. 

d) Siempre que no haya una ley de igualdad específica en el Estado miembro. 

20. Tal y como establece el artículo 228 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, si el Defensor del Pueblo Europeo 

dejare de cumplir las condiciones necesarias para el ejercicio de sus funciones o hubiere cometido una falta grave: 

a) El Tribunal de Justicia de la Unión Europea podrá destituirlo, a petición del Parlamento Europeo. 

b) La Comisión Europea podrá destituirlo, a iniciativa del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

c) El Parlamento Europeo creará una comisión disciplinaria e iniciará un expediente.  

d) Será puesto a disposición del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

21. Según el artículo 20 del Tratado de la Unión Europea, ¿puede un ciudadano de la Unión, en el territorio de un tercer país en 

el que no esté representado el Estado miembro del que sea nacional, acogerse a la protección de las autoridades 

diplomáticas y consulares de cualquier Estado miembro? 

a) Si, pero no en las mismas condiciones que los nacionales de dicho Estado. 

b) Si, en las mismas condiciones que los nacionales de dicho Estado. 

c) No, al estar en un tercer país la ciudadanía europea no tiene validez legal. 

d) No, el único amparo legal es el que bilateralmente y de forma recíproca tengan los estados implicados directamente. 

22. El artículo 4 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que, cuando los Tribunales decidan plantear una cuestión 

prejudicial europea, lo harán de conformidad con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y, en todo 

caso, mediante: 

a) Providencia. 

b) Auto.  

c) Sentencia. 

d) Recurso. 

23. Según el artículo 5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ¿a qué Tribunal le corresponde la competencia para decidir un 

recurso de casación admitido a trámite cuyo fundamento reside en la infracción de un precepto constitucional? 

a) Al Tribunal Constitucional.  

b) Al Tribunal Superior de Justicia de referencia por demarcación judicial y orden jurisdiccional.  

c) Al Tribunal Supremo, en todo caso. 

d) Al Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

24. La Ley Orgánica del Poder Judicial establece, en su artículo 11, que los jueces y juezas, así como los Tribunales, deberán 

resolver siempre sobre las pretensiones que se les formulen, y solo podrán desestimarlas por motivos formales cuando el 

defecto fuese insubsanable o no se subsanare por el procedimiento establecido en las leyes, de conformidad con: 

a) El principio de tutela efectiva consagrado en el artículo 24 de la Constitución. 

b) El principio de justicia gratuita reconocido en el artículo 119 de la Constitución. 

c) El artículo 1 de la Ley 1/1996, de asistencia jurídica gratuita. 

d) La Carta de Derechos de los Ciudadanos. 

25. Sobre el ejercicio de la potestad jurisdiccional, el artículo 26 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece los Tribunales 

a los que se le atribuye, no figurando entre ellos: 

a) Jueces y juezas de paz. 

b) Tribunal Supremo. 

c) Audiencia Nacional. 

d) Tribunal Constitucional. 

26. Según el artículo 507 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los funcionarios de los cuerpos a los que se refiere el Libro VI, 

cuando ocupen un puesto de trabajo en la Mutualidad General Judicial, adscrito a funcionarios de la Administración de 

Justicia, se hallarán en situación de: 

a) Servicios especiales. 

b) Servicio activo. 

c) Excedencia voluntaria por prestación de servicios en el sector público. 

d) Excedencia temporal por servicios especiales. 
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27. La excedencia por cuidado de hijos es un derecho individual de los funcionarios de los cuerpos generales de la 

administración de justicia; su concesión: 

a) No estará condicionada hasta el tercer hijo y siguientes, precisando entonces la autorización del Secretario de Gobierno. 

b) Estará condicionada por razones justificadas relacionadas con el funcionamiento de los servicios. 

c) Estará condicionada a la previa declaración de no desempeñar otra actividad que impida o menoscabe el cuidado del hijo. 

d) No estará condicionada bajo ninguna circunstancia. 

28. Tal y como establece el artículo 511 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la situación de suspensión provisional de 

funciones de un funcionario durante la tramitación de un expediente disciplinario será acordada por: 

a) El juez que por turno le corresponda. 

b) La autoridad que ordenó la incoación del expediente. 

c) El letrado de la administración de justicia nombrado instructor del expediente. 

d) El secretario de gobierno de referencia en la provincia de destino del funcionario expedientado. 

29. La duración de la suspensión provisional del funcionario durante la tramitación de un expediente disciplinario no podrá 

exceder de: 

a) Tres meses cuando se trate de falta muy grave. 

b) Doce meses cuando se trate de falta grave. 

c) Seis meses cuando se trate de falta muy grave. 

d) Nueve meses cuando se trate de falta grave. 

30. Conforme a lo dispuesto en el artículo 667 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal las cuestiones denominadas artículos de 

previo pronunciamiento podrán proponerse en el término de: 

a) Dos días, a contar desde el de la entrega de los autos para la calificación de los hechos. 

b) Cinco días, a contar desde el de la entrega de los autos para la calificación de los hechos. 

c) Tres días, a contar desde el de la entrega de los autos para la calificación de los hechos. 

d) Cuatro días, a contar desde el de la entrega de los autos para la calificación de los hechos. 

31. Conforme a lo dispuesto en el artículo 803 ter e. Apartado primero de la Ley de Enjuiciamiento Criminal podrán ser objeto 

del procedimiento de decomiso autónomo: 

a) La acción mediante la cual se solicita el decomiso de bienes, efectos o ganancias, o un valor equivalente a los mismos, cuando 

no hubiera sido ejercitada con anterioridad, salvo lo dispuesto en el artículo 803 ter f. 

b) La acción mediante la cual se solicita el decomiso de bienes, efectos o ganancias, o un valor equivalente a los mismos, cuando 

no hubiera sido ejercitada con anterioridad, salvo lo dispuesto en el artículo 803 ter j. 

c) La acción mediante la cual se solicita el decomiso de bienes, efectos o ganancias, o un valor equivalente a los mismos, cuando 

no hubiera sido ejercitada con anterioridad, salvo lo dispuesto en el artículo 803 ter h. 

d)  La acción mediante la cual se solicita el decomiso de bienes, efectos o ganancias, o un valor equivalente a los mismos, cuando 

no hubiera sido ejercitada con anterioridad, salvo lo dispuesto en el artículo 803 ter p. 

32. Conforme a lo dispuesto en el artículo 809 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en el procedimiento por delitos de injurias 

y calumnias contra particulares el juicio deberá celebrarse: 

a) Dentro de los cuatro días siguientes al de la presentación de la querella ante el Juez Instructor a quien corresponda su 

conocimiento, salvo si hubiere justa causa y se hiciere constar por certificación del secretario, en que podrá ampliarse hasta siete 

días el término para la celebración del juicio verbal. 

b) Dentro de los cinco días siguientes al de la presentación de la querella ante el Juez Instructor a quien corresponda su 

conocimiento, salvo si hubiere justa causa y se hiciere constar por certificación del secretario, en que podrá ampliarse hasta seis 

días el término para la celebración del juicio verbal. 

c) Dentro de los dos días siguientes al de la presentación de la querella ante el Juez Instructor a quien corresponda su conocimiento, 

salvo si hubiere justa causa y se hiciere constar por certificación del secretario, en que podrá ampliarse hasta cinco días el 

término para la celebración del juicio verbal. 

d) Dentro de los tres días siguientes al de la presentación de la querella ante el Juez Instructor a quien corresponda su conocimiento, 

salvo si hubiere justa causa y se hiciere constar por certificación del secretario, en que podrá ampliarse hasta ocho días el término 

para la celebración del juicio verbal. 

33. Conforme a lo dispuesto en el artículo 636. Último párrafo de la Ley de Enjuiciamiento Criminal las víctimas podrán recurrir 

el auto de sobreseimiento: 

a) Dentro del plazo de quince días, siempre y cuando se hubieren mostrado como parte en la causa. 

b) Dentro del plazo de quince días, aunque no se hubieran mostrado como parte en la causa. 

c) Dentro del plazo de veinte días, aunque no se hubieran mostrado como parte en la causa. 

d) Dentro del plazo de veinte días, siempre y cuando se hubieren mostrado como parte en la causa. 
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34. Conforme a lo dispuesto en el artículo 78.17 de la Ley de Jurisdicción contencioso-administrativa, contra las resoluciones 

del Juez sobre denegación de pruebas o sobre admisión de las que se denunciaran como obtenidas con violación de 

derechos fundamentales, las partes podrán interponer: 

a) Recurso de apelación en el plazo de tres días, que se sustanciará y resolverá en el plazo de cinco días. 

b) Recurso de reforma en el plazo de tres días, que se sustanciará y resolverá seguidamente. 

c) Recurso de reposición en el acto, que se sustanciará y resolverá seguidamente. 

d) Recurso de apelación en el acto, que se sustanciará y resolverá seguidamente. 

35. Conforme a lo dispuesto en el artículo 127 ter punto sexto de la Ley de Jurisdicción contencioso -administrativa, en el 

procedimiento para la garantía de la unidad de mercado el órgano jurisdiccional, conclusas las actuaciones, dictará 

sentencia en el plazo de: 

a) Tres días. 

b) Diez días 

c) Quince días. 

d) Cinco días. 

36. Conforme a lo dispuesto en el artículo 60.6. de la Ley de Jurisdicción contencioso-administrativa, el Juez en el acto de 

emisión de la prueba pericial otorgará: 

a) A petición de cualquiera de las partes, un plazo no superior a seis días para que las partes puedan solicitar aclaraciones al 

dictamen emitido. 

b) A petición de cualquiera de las partes, un plazo no superior a siete días para que las partes puedan solicitar aclaraciones al 

dictamen emitido. 

c) A petición de cualquiera de las partes, un plazo no superior a tres días para que las partes puedan solicitar aclaraciones al 

dictamen emitido. 

d) A petición de cualquiera de las partes, un plazo no superior a cinco días para que las partes puedan solicitar aclaraciones al 

dictamen emitido. 

37. Conforme a lo dispuesto en el artículo 54.2 de la Ley de Jurisdicción contencioso-administrativa, si el defensor de la 

Administración demandada estima que la disposición o actuación administrativa recurrida pudiera no ajustarse a Derecho, 

podrá solicitar la suspensión del procedimiento por un plazo de: 

a) Veinte días para comunicar su parecer razonado a aquella. 

b) Quince días para comunicar su parecer razonado a aquella. 

c) Diez días para comunicar su parecer razonado a aquella. 

d) Nueve días para comunicar su parecer razonado a aquella. 

38. Conforme a lo dispuesto en el artículo 228.1. segundo párrafo de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en el caso del incidente 

excepcional de nulidad de actuaciones el plazo para pedir la nulidad será de: 

a) Diez días, desde la notificación de la resolución o, en todo caso, desde que se tuvo conocimiento del defecto causante de 

indefensión, sin que, en este último caso, pueda solicitarse la nulidad de actuaciones después de transcurridos cuatro años desde 

la notificación de la resolución. 

b) Quince días, desde la notificación de la resolución o, en todo caso, desde que se tuvo conocimiento del defecto causante de 

indefensión, sin que, en este último caso, pueda solicitarse la nulidad de actuaciones después de transcurridos tres años desde 

la notificación de la resolución. 

c) Veinte días, desde la notificación de la resolución o, en todo caso, desde que se tuvo conocimiento del defecto causante de 

indefensión, sin que, en este último caso, pueda solicitarse la nulidad de actuaciones después de transcurridos cinco años desde 

la notificación de la resolución. 

d) Nueve días, desde la notificación de la resolución o, en todo caso, desde que se tuvo conocimiento del defecto causante de 

indefensión, sin que, en este último caso, pueda solicitarse la nulidad de actuaciones después de transcurridos cuatro años desde 

la notificación de la resolución. 

39. Conforme a lo dispuesto en el artículo 134.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, podrán, no obstante, interrumpirse los plazos 

y demorarse los términos en caso de fuerza mayor que impida cumplirlos, que habrá de ser apreciada por el letrado de la 

Administración de Justicia mediante: 

a) Diligencia de ordenación, contra la que podrá interponerse recurso de reposición, que no producirá efectos suspensivos. 

b) Diligencia de ordenación, contra la que podrá interponerse recurso de reposición, que producirá efectos suspensivos. 

c) Decreto, contra el que podrá interponerse recurso de revisión, que no producirá efectos suspensivos. 

d) Decreto, contra el que podrá interponerse recurso de revisión, que producirá efectos suspensivos. 

40. Conforme a lo dispuesto en el artículo 142.5 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, el Tribunal por medio de providencia podrá:  

a) Habilitar como intérprete, en las actuaciones escritas, a cualquier persona conocedora de la lengua empleada, previo juramento 

o promesa de fiel traducción. 

b) Habilitar como intérprete, en las actuaciones escritas, a cualquier persona conocedora de la lengua empleada, sin necesidad de 

previo juramento o promesa de fiel traducción. 

c) Habilitar como intérprete, en las actuaciones orales, a cualquier persona conocedora de la lengua empleada, sin necesidad de 

previo juramento o promesa de fiel traducción. 

d) Habilitar como intérprete, en las actuaciones orales, a cualquier persona conocedora de la lengua empleada, previo juramento o 

promesa de fiel traducción. 
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41. Conforme a lo dispuesto en el artículo 243.2. de la Ley Orgánica del Poder Judicial: 

a) La nulidad parcial de un acto implicará la de las partes del mismo independientes de la declarada nula. 

b) La nulidad parcial de un acto no implicará la de las partes del mismo independientes de la declarada nula. 

c) La anulabilidad parcial de un acto implicará la de las partes del mismo independientes de la declarada anulable. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

42. Conforme a lo dispuesto en el artículo 145.1. de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en los asuntos de que conozca el Tribunal 

Supremo: 

a) Para dictar autos bastarán dos magistrados y para dictar sentencias serán necesarios seis, salvo que la ley disponga otra cosa. 

b) Para dictar autos bastarán cuatro magistrados y para dictar sentencias serán necesarios cinco, salvo que la ley disponga otra 

cosa. 

c) Para dictar autos bastarán tres magistrados y para dictar sentencias serán necesarios siete, salvo que la ley disponga otra cosa. 

d) Para dictar autos bastarán cinco magistrados y para dictar sentencias serán necesarios cuatro, salvo que la ley disponga otra 

cosa. 

43. Conforme a lo dispuesto en el artículo 141 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, las resoluciones de carácter judicial que 

dicten los Juzgados y Tribunales se denominarán autos: 

a) Cuando resuelvan cuestiones procesales reservadas al juez y que no requieran legalmente la forma de sentencia. 

b) Cuando decidan definitivamente la cuestión criminal. 

c) Cuando no quepan contra ellas recurso alguno ordinario ni extraordinario, salvo los de revisión y rehabilitación. 

d) Cuando decidan incidentes o puntos esenciales que afecten de una manera directa a los investigados o encausados, 

responsables civiles, acusadores particulares o actores civiles. 

44. Conforme a lo dispuesto en el artículo 248.2. de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la fórmula de las providencias se limitará: 

a) Solamente a la determinación de lo mandado y del juez, jueza o Tribunal que las disponga, sin más fundamento ni adiciones que 

la fecha en que se acuerden. 

b) Solamente a la determinación de lo mandado y del juez, jueza o Tribunal que las disponga, sin más fundamento ni adiciones que 

la fecha en que se acuerden y además deberán ser sucintamente motivadas cuando alguna de las partes lo solicitare. 

c) A la determinación de lo mandado y del juez, jueza o Tribunal que las disponga, sin más fundamento ni adiciones que la fecha 

en que se acuerden; no obstante, podrán ser sucintamente motivadas cuando así lo disponga la ley o quien haya de dictarlas lo 

estime conveniente.  

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

45. Conforme a lo dispuesto en el artículo 214.1. y 2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, las aclaraciones sobre las resoluciones 

que se hayan pronunciado una vez firmadas: 

a) Únicamente podrán hacerse de oficio, por el Tribunal o letrado de la Administración de Justicia, según corresponda, dentro de 

los dos días hábiles siguientes al de la publicación de la resolución. 

b) Únicamente podrán hacerse a petición de parte o del Ministerio Fiscal, dentro de los tres días hábiles siguientes al de la 

publicación de la resolución. 

c) Podrán hacerse de oficio, por el Tribunal o letrado de la Administración de Justicia, o a petición de parte o del Ministerio Fiscal, 

dentro de los tres días hábiles siguientes al de la publicación de la resolución. 

d) Podrán hacerse de oficio, por el Tribunal o letrado de la Administración de Justicia, o a petición de parte o del Ministerio Fiscal, 

dentro de los dos días hábiles siguientes al de la publicación de la resolución. 

46. Conforme dispone el artículo 167.1. primer párrafo de la Ley de Enjuiciamiento Civil, los mandamientos y oficios: 

a) Se remitirán directamente por el letrado de la Administración de Justicia que los expida a la autoridad o funcionario a quien vayan 

dirigidos, debiendo utilizarse los medios previstos en el artículo 162. 

b) Se remitirán directamente por el letrado de la Administración de Justicia que los expida a la autoridad o funcionario a quien vayan 

dirigidos, debiendo utilizarse los medios previstos en el artículo 161. 

c) Se remitirán directamente por el letrado de la Administración de Justicia que los expida a la autoridad o funcionario a quien vayan 

dirigidos, debiendo utilizarse los medios previstos en el artículo 160. 

d) Se remitirán directamente por el letrado de la Administración de Justicia que los expida a la autoridad o funcionario a quien vayan 

dirigidos, debiendo utilizarse los medios previstos en el artículo 163. 

47. Conforme dispone el artículo 187 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, cuando los Jueces o Tribunales tengan que dirigirse 

a autoridades o funcionarios de otro orden usarán la forma de: 

a) Oficio o exposiciones, según el caso requiera. 

b) Mandamiento. 

c) Suplicatorio. 

d) Exhorto. 
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48. Conforme dispone el artículo 186 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, para ordenar el libramiento de certificación o 

testimonio y la práctica de cualquier diligencia judicial cuya ejecución corresponda a Registradores de la Propiedad, 

Notarios, auxiliares o subalternos de Juzgados y Tribunales y funcionarios de policía judicial que estén a las órdenes de 

los mismos, se empleará la forma de: 

a) Mandamiento. 

b) Exhorto. 

c) Suplicatorio. 

d) Oficio. 

49. Conforme dispone el artículo 188.2. de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, los suplicatorios, exhortos o mandamientos que 

procedan de causas por delitos que solo puedan ser perseguidos por querella particular: 

a) Se expedirán de oficio y se cursarán directamente para su cumplimiento por el Juez o Tribunal que los hubiere librado. 

b) Deberán entregarse, en todo caso, bajo recibo al interesado o a su representante a cuya instancia se libraren, fijándole término 

para presentarlos a quien deba cumplirlos. 

c) Podrán entregarse bajo recibo al interesado o a su representante a cuya instancia se libraren, fijándole término para presentarlos 

a quien deba cumplirlos. 

d) Se expedirán de oficio y se cursarán directamente para su cumplimiento por el interesado o su representante. 

50. Conforme a lo dispuesto en el artículo 195 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, con las autoridades, funcionarios, agentes 

y jefes de fuerza armada que no estuvieren a las órdenes inmediatas de los Jueces y Tribunales se comunicarán estos: 

a) Por medio de atentos mandamientos, a no ser que la urgencia del caso exija verificarlo por escrito, sin que sea necesario hacerlo 

constar en la causa. 

b) Por medio de atentos mandamientos, a no ser que la urgencia del caso exija verificarlo verbalmente, haciéndolo constar en la 

causa. 

c) Por medio de atentos oficios, a no ser que la urgencia del caso exija verificarlo verbalmente, haciéndolo constar en la causa. 

d) Por medio de atentos oficios, a no ser que la urgencia del caso exija verificarlo por escrito, sin que sea necesario hacerlo constar 

en la causa. 

51. Conforme a lo dispuesto en el artículo 56.1. de la Ley de Jurisdicción Social, las citaciones, notificaciones y emplazamientos 

que se practiquen fuera de la sede de la oficina judicial se harán: 

a) Por medio de correo ordinario, siempre y cuando el destinatario sea el demandado, dando fe el secretario en los autos del 

contenido del sobre remitido. 

b) Por medio de correo ordinario, siempre y cuando el destinatario sea el demandante, dando fe el secretario en los autos del 

contenido del sobre remitido. 

c) Por medio de correo certificado con acuse de recibo, siempre y cuando el destinatario sea el demandado, dando fe el secretario 

en los autos del contenido del sobre remitido, y uniéndose a ellos el acuse de recibo. 

d) Por medio de correo certificado con acuse de recibo, cualquiera que sea el destinatario, dando fe el secretario en los autos del 

contenido del sobre remitido, y uniéndose a ellos el acuse de recibo. 

52. Conforme a lo dispuesto en el artículo 150.2. de la Ley de Enjuiciamiento Civil, también se notificará la pendencia del 

proceso: 

a) A las personas que, según los mismos autos, se hayan visto afectadas de manera efectiva por la resolución que haya puesto fin 

al procedimiento, a propuesta del letrado de la Administración de Justicia. 

b) A las personas que, según los mismos autos, se hayan visto afectadas de manera efectiva por la resolución que haya puesto fin 

al procedimiento, a propuesta de la parte demandante. 

c) A las personas que, según los mismos autos, puedan verse afectadas por la resolución que haya puesto fin al procedimiento, a 

propuesta de la parte demandada. 

d) A las personas que, según los mismos autos, puedan verse afectadas por la resolución que haya puesto fin al procedimiento, por 

disposición del Tribunal. 

53. Conforme a lo dispuesto en el artículo 155.4. primer párrafo de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en el supuesto de que los 

actos de comunicación con las partes aún no personadas o representadas por procurador se hubiesen practicado dos o 

más veces: 

a) Se estará a lo establecido en el apartado 6 del artículo 162. 

b) Se estará a lo establecido en el apartado 6 del artículo 163. 

c) Se estará a lo establecido en el apartado 6 del artículo 153. 

d) Se estará a lo establecido en el apartado 6 del artículo 152. 

54. De conformidad con el artículo 236 sexies.3 de la Ley Orgánica 6/1985, de Poder Judicial, ¿quién deberá elaborar los códigos 

de conducta destinados a contribuir a la correcta aplicación de la normativa de protección de datos personales en la Oficina 

Judicial? 

a) El Consejo General del Poder Judicial. 

b) La Fiscalía General del Estado. 

c) El Ministerio de Justicia. 

d) La Agencia Estatal de Protección de Datos. 
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55. De conformidad con el artículo 135.1 de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, cuando se presente un escrito por medios 

telemáticos en día u hora inhábil a efectos procesales: 

a) Será devuelto automáticamente por el sistema Lexnet. 

b) La presentación se entenderá efectuada a las 15:00 horas del día siguiente. 

c) Se concederá por el Letrado de la Administración de Justicia un plazo de subsanación de cinco días para su presentación en día 

y hora hábil. 

d) La presentación se entenderá efectuada el primer día y hora hábil siguiente. 

56. En virtud del artículo 137.bis.4 de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, quien pretenda utilizar videoconferencia para la 

realización de una actuación judicial, deberá solicitarlo con la antelación suficiente y, en todo caso: 

a) Cinco días antes del señalado para la actuación correspondiente. 

b) Tres días antes del señalado para la actuación correspondiente. 

c) Diez días antes del señalado para la actuación correspondiente. 

d) Cuatro días antes del señalado para la actuación correspondiente. 

57. De conformidad con el artículo 436.5 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, los servicios comunes de las oficinas 

judiciales podrán estructurarse en:  

a) Áreas, y si el servicio lo requiere, en equipos 

b) Unidades Administrativas, y si el servicio lo requiere, en puestos de trabajo. 

c) Unidades de apoyo, y si el servicio lo requiere, en jefaturas. 

d) Servicios específicos, y si el servicio lo requiere, en puestos de trabajo. 

58. En relación a la ordenación del Cuerpo de Secretarios, conforme establece el artículo 464.1 de la Ley Orgánica 6/1985, del 

Poder Judicial, en la ciudad de Ceuta y Melilla habrá: 

a) Un Secretario de Gobierno. 

b) Un Secretario General. 

c) Un Secretario Coordinador. 

d) Un letrado de la Administración de Justicia director. 

59. De conformidad con el artículo 441.5 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, ¿un letrado de la Administración de 

Justicia de tercera categoría podrá optar a una plaza de primera categoría? 

a) Sí, por razones del servicio, con la autorización del Ministerio de Justicia. 

b) Sí, por razones del servicio, con autorización del Secretario de Gobierno. 

c) Sí, por razones del servicio, con la autorización del Secretario Coordinador. 

d) En ningún caso.  

60. De conformidad con el artículo 443 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, la condición de letrado de la 

Administración de Justicia se pierde: 

a) Por renuncia forzosa manifestada por escrito y remitida al Ministerio de Justicia. 

b) Por sanción disciplinaria de suspensión del servicio. 

c) Por pérdida de la nacionalidad española. 

d) Por condena a pena privativa de libertad superior a dos años por razón de delito. 

61. De conformidad con el artículo 435.4 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, los puestos de trabajo de la Oficina 

Judicial podrán ser cubiertos: 

a) Solo por personal de los cuerpos de funcionarios al servicio de Administración de Justicia. 

b) Por cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia y por funcionarios de las Comunidades Autónomas. 

c) Por cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia y por funcionarios de la Administración General del Estado. 

d) Por cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia y por funcionarios de la Administración Local. 

62. De conformidad con el artículo 479.5 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, no es una función del médico forense: 

a) Realizar los análisis solicitados por los particulares. 

b) La realización de funciones de investigación que deriven de su propia función. 

c) La vigilancia facultativa de los detenidos. 

d) La emisión de informes a solicitud de los particulares. 

63. Conforme establece el artículo 483.1 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, el personal funcionario de carrera será 

seleccionado con criterios de objetividad y con arreglo a los principios de igualdad, mérito, capacidad y también de: 

a) Imparcialidad. 

b) Publicidad. 

c) Responsabilidad. 

d) Transparencia.  
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64. De conformidad con el artículo 479.7 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, los médicos forenses estarán destinados 

en: 

a) Una oficina judicial. 

b) Una oficinal fiscal. 

c) Un Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses. 

d) Un tribunal de instancia. 

65. Conforme a la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, es una función del Cuerpo de Gestión Procesal y Administrativa: 

a) Ordenar la dación en cuenta. 

b) Registrar la correspondencia. 

c) Formación de autos y expedientes. 

d) Practicar y firmar las comparecencias que efectúen las partes en los procedimientos. 

66. En virtud del artículo 13 del Real Decreto 937/2003, de 18 de julio, de modernización de los archivos judiciales, la remisión 

de los documentos que se hallen en un Archivo Judicial de Gestión al correspondiente Archivo Judicial Territorial se 

formalizará periódicamente: 

a) Como mínimo cada dos años. 

b) Como mínimo cada tres años. 

c) Como mínimo cada cuatro años. 

d) Como mínimo con carácter anual. 

67. De conformidad con el artículo 500.3 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, la incorporación de un funcionario del 

Cuerpo de Auxilio Judicial a la jornada de mañana y tarde será: 

a) Obligatoria, por razones de servicio. 

b) No está contemplada la jornada de mañana y tarde en la Administración de Justicia. 

c) Voluntaria. 

d) Obligatoria, por razones de utilidad. 

68. De conformidad con el artículo 504.3 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, indique la respuesta correcta en relación 

a la licencia por asuntos propios: 

a) Su duración acumulada no podrá, en ningún caso, exceder de tres meses cada dos años de servicios efectivos, su concesión no 

estará subordinada a las necesidades del servicio y sin derecho a retribución alguna. 

b) Su duración acumulada no podrá, en ningún caso, exceder de dos meses cada tres años de servicios efectivos, su concesión 

estará subordinada a las necesidades del servicio y sin derecho a retribución alguna. 

c) Su duración acumulada no podrá, en ningún caso, exceder de tres meses cada dos años de servicios efectivos, su concesión 

estará subordinada a las necesidades del servicio y sin derecho a retribución alguna. 

d) Su duración no podrá, en ningún caso, exceder de dos meses cada tres años de servicios efectivos, su concesión está 

subordinada a las necesidades del servicio y dará derecho a la retribución de los complementos. 

69. En virtud del artículo 494.1 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, ¿quién será competente para rehabilitar a un 

funcionario del Cuerpo de Auxilio Judicial destinado en la Comunidad Autónoma de Madrid? 

a) La Comunidad Autónoma de Madrid, al tener competencias transferidas en materia de personal. 

b) La sala de gobierno del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad de Madrid. 

c) El Ministro de Justicia. 

d) La Sala de Gobierno del Tribunal Supremo. 

70. En virtud del artículo 447.1 de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, la sentencia en los juicios verbales de desahucio de 

finca urbana se dictará: 

a) En los cinco días siguientes a la terminación de la vista. 

b) En los diez días siguientes a la terminación de la vista.  

c) En los quince días siguientes a la terminación de la vista. 

d) En los veinte días siguientes a la terminación de la vista. 

71. Conforme al artículo 770.2 de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, el plazo para contestar a la reconvención en un 

procedimiento de divorcio contencioso será: 

a) Veinte días. 

b) No se podrá formular reconvención en los procedimientos de divorcio contencioso. 

c) Diez días. 

d) Quince días. 

72. En virtud del artículo 815 de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, en el procedimiento monitorio, el apercibimiento al 

demandado en el requerimiento de pago será de que, de no pagar ni comparecer alegando razones de la negativa al pago: 

a) Se dictará sentencia condenatoria.  

b) La vista se celebrará en su ausencia. 

c) Será declarado en rebeldía. 

d) Se despachará contra él ejecución. 
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73. De conformidad con el artículo 3.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio 

Público de Justicia, los medios adecuados de solución de controversias en vía no jurisdiccional serán de aplicación: 

a) En todos los órdenes jurisdiccionales. 

b) En los asuntos civiles y mercantiles. 

c) En los asuntos penales y sociales. 

d) En las materias concursales. 

74. De conformidad con el artículo 521 de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, no se despachará ejecución de: 

a) Las sentencias de condena firmes. 

b) Las resoluciones judiciales que homologuen transacciones judiciales. 

c) Las sentencias meramente declarativas. 

d) Las resoluciones arbitrales. 

75. Conforme a lo establecido en el artículo 527 de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, contra el auto que despache ejecución 

provisional cabrá: 

a) Recurso de reposición, previa apelación. 

b) Recurso de revisión. 

c) Recurso de apelación directo. 

d) No se dará recurso alguno. 

76. De conformidad con el art 7.3 del Real Decreto 937/2003, de 18 de julio, de modernización de los archivos judiciales, los 

documentos que puedan afectar a la seguridad de las personas no podrán ser públicamente consultados hasta que hayan 

transcurrido: 

a) Diez años desde su muerte, si su fecha no es conocida. 

b) Cinco años desde su muerte, si su fecha es conocida. 

c) Veinte años desde su muerte, si su fecha no es conocida. 

d) Veinticinco años desde su muerte, si su fecha es conocida. 

77. La Sala Especial del Tribunal Supremo, regulada en el artículo 61 de la Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial, está 

constituida por: 

a) El Presidente del Tribunal Supremo, los Presidentes de Sala y el Magistrado más moderno de cada una de ellas. 

b) El Presidente del Tribunal Supremo, los Presidentes de Sala y el Magistrado más antiguo de cada una de ellas. 

c) El Presidente del Tribunal Supremo, los Presidentes de Sala y el Magistrado más antiguo y el más moderno de cada una de ellas. 

d) El Presidente del Tribunal Supremo, los Presidentes de Sala y todos los Magistrados del Tribunal Supremo. 

78. Las Salas de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia conocerán, según el artículo 74 de la Ley 

Orgánica 6/1985, del Poder Judicial: 

a) De los recursos contencioso-administrativos contra los actos dictados por la Comisión de Vigilancia de Actividades de 

Financiación del Terrorismo. 

b) De los recursos que se deduzcan en relación con las disposiciones generales emanadas de las comunidades autónomas y de 

las Entidades locales. 

c) De los recursos devolutivos que la ley establezca contra las resoluciones de la Sección de lo Contencioso-Administrativo del 

Tribunal Central de Instancia. 

d) De los recursos contencioso-administrativos contra disposiciones y actos de los Ministros, Ministras, Secretarios y Secretarias 

de Estado. 

79. Conforme al artículo 83 de la ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, el juicio del Jurado: 

a) Se celebrará en el ámbito de la Sección Penal del Tribunal de Instancia y en la forma que establezca la ley. 

b) Se celebrará en el ámbito de la Audiencia Provincial u otros Tribunales y en la forma que establezca la ley. 

c) Se celebrará en el ámbito de la Audiencia Nacional u otros Tribunales y en la forma que establezca la ley. 

d) Se celebrará en el ámbito de la Sección de lo Penal del Tribunal Central de Instancia y en la forma que establezca la ley. 

80. ¿Qué órgano judicial es competente para conocer del enjuiciamiento de tráfico de drogas o estupefacientes, fraudes 

alimentarios y de sustancias farmacéuticas o medicinales, siempre que sean cometidos por bandas o grupos organizados 

y produzcan efectos en lugares pertenecientes a distintas Audiencias conforme al artículo 65 de la Ley Orgánica 6/1985 del 

Poder Judicial? 

a) La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. 

b) La Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 

c) El Tribunal Constitucional. 

d) Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia. 

81. De conformidad con el artículo 84.3 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, las Secciones del Tribunal de Instancia 

contarán con una Presidencia de Sección cuando concurran las siguientes circunstancias: 

a) Que en la Sección de que se trate existan seis o más plazas judiciales. 

b) Que en la Sección de que se trate existan ocho o más plazas judiciales. 

c) Que el número total de plazas judiciales del Tribunal de Instancia sea igual o superior a diez. 

d) Que el número total de plazas judiciales del Tribunal de Instancia sea superior a diez. 



Página 11 de 13 AUXILIO JUDICIAL – MODELO B 
 

82. De acuerdo con el artículo 84.2 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, los Tribunales de Instancia podrán estar 

integrados por alguna o varias de las siguientes Secciones: 

a) De Capacidad y Adolescencia. 

b) De Violencia contra la Familia y la Infancia. 

c) De Violencia contra la Infancia y la Adolescencia. 

d) De Familia, Infancia y Adolescencia. 

83. Según dispone el artículo 101.4 de la Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial, si el Ayuntamiento correspondiente no efectúa 

la propuesta de Juez de Paz desde que se produce una vacante ¿en qué plazo la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 

Justicia procederá a designar al Juez de Paz? 

a) 1 mes. 

b) 2 meses. 

c) 20 días. 

d) 3 meses. 

84. Conforme al artículo 101 Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial: 

a) Los Jueces de Paz y sus sustitutos serán nombrados para un periodo de cuatro años por la Sala de Gobierno del Tribunal 

Superior de Justicia correspondiente. 

b) Los Jueces de Paz prestarán juramento ante quien se hallara ejerciendo la jurisdicción. 

c) Los Jueces de Paz y sus sustitutos serán nombrados para un periodo de cinco años por la Sala de Gobierno del Tribunal Superior 

de Justicia correspondiente. 

d) Los Jueces de Paz tomarán posesión ante el Juez de Primera Instancia e Instrucción. 

85. De conformidad con el artículo 6 de la Carta de Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia, el ciudadano tiene derecho a 

que en las vistas y comparecencias se utilice un lenguaje que: 

a) Respetando las exigencias técnicas necesarias, resulte comprensible para los ciudadanos que no sean especialistas en derecho. 

b) Contenga términos jurídicos precisos y comprensibles, evitándose el uso de elementos intimidatorios innecesarios. 

c) Respetando las exigencias jurídicas necesarias, resulte comprensible para los ciudadanos que sean especialistas en derecho. 

d) Contenga términos jurídicos sencillos y comprensibles, evitándose el uso de ambigüedades innecesarias. 

86. ¿Cuándo tiene el ciudadano derecho a disponer gratuitamente de los formularios necesarios para el ejercicio de sus 

derechos ante los tribunales conforme al artículo 8 de la Carta de los Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia? 

a) En todo caso. 

b) Cuando no sea preceptiva la intervención de Abogado y Procurador. 

c) Cuando se acuerde expresamente. 

d) En ningún caso. 

87. El ciudadano tiene derecho a que no se le exija la aportación de documentos que obren en poder de las Administraciones 

Públicas según el artículo 20 de la Carta de los Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia salvo: 

a) Que así lo solicite el ciudadano. 

b) Que las leyes procesales expresamente lo requieran. 

c) Que medie consentimiento. 

d) La a) y la c) son correctas. 

88. De conformidad con el artículo 18 de la Carta de Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia, el ciudadano tiene derecho 

a exigir responsabilidades: 

a) Por error material o por el funcionamiento irregular de la Administración de Justicia. 

b) Por error formal o por el funcionamiento normal de la Administración de Justicia. 

c) Por error judicial o por el funcionamiento anormal de la Administración de Justicia. 

d) Por error material o por el funcionamiento normal de la Administración de Justicia. 

89. Según al artículo 35.2 de la Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales, los Delegados de Prevención serán 

designados por y entre los representantes del personal, con arreglo a la siguiente escala: 

a) De 101 a 500 trabajadores: 2 Delegados de Prevención. 

b) De 501 a 1.000 trabajadores: 3 Delegados de Prevención. 

c) De 1.001 a 2.000 trabajadores: 5 Delegados de Prevención. 

d) De 2.001 a 3.000 trabajadores: 7 Delegados de Prevención. 

90. De acuerdo con el artículo 4.4º de la Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales, se entenderá por riesgo laboral 

grave e inminente: 

a) Cualquier característica del mismo que pueda tener una influencia significativa en la generación de riesgos para la seguridad y 

la salud del trabajador. 

b) Aquel que resulte probable racionalmente que se materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un daño grave para la salud 

de los trabajadores. 

c) La posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del trabajo. 

d) Las enfermedades, patologías o lesiones sufridas con motivo u ocasión del trabajo. 
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91. De conformidad con el artículo 7 de la Ley Orgánica 11/1985, de Libertad Sindical, tendrán la consideración de sindicatos 

más representativos a nivel de Comunidad Autónoma los sindicatos de dicho ámbito que acrediten en el mismo una 

especial audiencia expresada en la obtención de, al menos: 

a) El 10 por 100 de los delegados de personal y de los representantes de los trabajadores en los comités de empresa, y en los 

órganos correspondientes de las Administraciones públicas, siempre que cuenten con un mínimo de 500 representantes. 

b) El 5 por 100 de los delegados de personal y de los representantes de los trabajadores en los comités de empresa, y en los 

órganos correspondientes de las Administraciones públicas, siempre que cuenten con un mínimo de 1.000 representantes. 

c) El 10 por 100 de los delegados de personal y de los representantes de los trabajadores en los comités de empresa, y en los 

órganos correspondientes de las Administraciones públicas, siempre que cuenten con un mínimo de 1.000 representantes. 

d) El 15 por 100 de los delegados de personal y de los representantes de los trabajadores en los comités de empresa, y en los 

órganos correspondientes de las Administraciones públicas, siempre que cuenten con un mínimo de 1.500 representantes. 

92. Conforme al artículo 10.2 de la Ley Orgánica 11/1985, de Libertad Sindical, las Secciones Sindicales de aquellos sindicatos 

que no hayan obtenido el 10 por 100 de los votos estarán representadas por: 

a) Ningún delegado sindical. 

b) Un solo delegado sindical. 

c) Hasta cuatro delegados sindicales. 

d) Ninguna de las anteriores es correcta. 

93. Señale la respuesta correcta conforme al artículo 21.1 de la Ley 36/2011, reguladora de la jurisdicción social: 

a) La defensa por abogado y la representación técnica por graduado social colegiado tendrá carácter preceptivo en la instancia. 

b) En el recurso de casación y en las actuaciones procesales ante el Tribunal Supremo será preceptiva la defensa de abogado. 

c) En el recurso de suplicación los litigantes no habrán de estar defendidos por abogado o representados técnicamente por 

graduado social colegiado. 

d) En el recurso de casación y en las actuaciones procesales ante el Tribunal Supremo será facultativa la defensa de abogado. 

94. Según el artículo 65.1 de la Ley 36/2011, reguladora de la jurisdicción social la presentación de la solicitud de conciliación 

o de mediación interrumpirá la prescripción o suspenderá la caducidad de acciones desde la fecha de dicha presentación, 

reiniciándose o reanudándose respectivamente el cómputo de los plazos: 

a) Al día siguiente de intentada la conciliación o mediación o transcurridos treinta días hábiles desde su presentación sin que se 

haya celebrado. 

b) Al día siguiente de intentada la conciliación o mediación o transcurridos veinte días hábiles desde su presentación sin que se 

haya celebrado. 

c) Al día siguiente de intentada la conciliación o mediación o transcurridos quince días hábiles desde su presentación sin que se 

haya celebrado. 

d) Ninguna de las anteriores es correcta. 

95. ¿Conforme a qué principios los jueces y tribunales del orden jurisdiccional social y los letrados de la Administración de 

Justicia interpretarán y aplicarán las normas reguladoras del proceso social ordinario según el artículo 74.1 de la Ley 

36/2011, reguladora de la jurisdicción social?: 

a) Inmediación, oralidad, concentración y celeridad. 

b) Inmediación, publicidad, concentración y celeridad. 

c) Inmediación, transparencia, concentración y celeridad. 

d) Inmediación, publicidad, transparencia, concentración y celeridad. 

96. Según lo dispuesto en el artículo 92.1 de la Ley 36/2011, reguladora de la jurisdicción social: 

a) Los testigos podrán ser tachados, y en cualquier momento, las partes podrán hacer las observaciones que sean oportunas 

respecto de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones. 

b) Los testigos podrán ser tachados, y únicamente en conclusiones, las partes podrán hacer las observaciones que sean oportunas 

respecto de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones. 

c) Cuando el número de testigos fuese superior a tres y, a criterio del órgano judicial, sus manifestaciones pudieran constituir inútil 

reiteración del testimonio sobre hechos suficientemente esclarecidos, aquél podrá limitarlos discrecionalmente. 

d) Cuando el número de testigos fuese excesivo y, a criterio del órgano judicial, sus manifestaciones pudieran constituir inútil 

reiteración del testimonio sobre hechos suficientemente esclarecidos, aquél podrá limitarlos discrecionalmente. 

97. De conformidad con el artículo 3.2 de la Ley 20/2011, del Registro Civil: 

a) Los datos serán objeto de tratamiento automatizado y se integrarán en una base de datos única cuya estructura, organización y 

funcionamiento es competencia del Ministerio de Justicia conforme a la presente Ley y a sus normas de desarrollo. 

b) Los datos serán objeto de tratamiento automatizado y se integrarán en una base de datos única cuya estructura, organización y 

funcionamiento es competencia la Agencia Española de Protección de Datos conforme a la presente Ley y a sus normas de 

desarrollo. 

c) Los datos serán objeto de tratamiento automatizado y se integrarán en una base de datos única cuya estructura, organización y 

funcionamiento es competencia la Dirección General de Registros y Notariados conforme a la presente Ley y a sus normas de 

desarrollo. 

d) Los datos serán objeto de tratamiento automatizado y se integrarán en una base de datos única cuya estructura, organización y 

funcionamiento es competencia del Consejo General del Poder Judicial conforme a la presente Ley y a sus normas de desarrollo. 
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98. ¿Quién está obligado a promover la inscripción de nacimiento según el artículo 45 de la Ley 20/2011, de 11 de julio, del 

Registro Civil? 

a) El personal médico o sanitario que haya atendido el parto, cuando este haya tenido lugar dentro de establecimiento sanitario 

b) Cualquier persona mayor de 16 años presente en el lugar del alumbramiento al tiempo de producirse 

c) La dirección de hospitales, clínicas y establecimientos sanitarios. 

d) La madre, en caso de renuncia al hijo en el momento del parto. 

99. Conforme al artículo 62.3 de la Ley 20/2011 de 11 de julio, del Registro Civil ¿quién expedirá la licencia para el entierro o 

incineración en el plazo que reglamentariamente se establezca? 

a) El funcionario competente, una vez recibida y examinada la documentación. 

b) El Encargado, una vez practicada la inscripción. 

c) El funcionario competente, una vez practicada la inscripción. 

d) El Encargado, una vez recibida y examinada la documentación. 

100. Según el artículo 68 de la Ley 20/2011, de 11 de julio, del Registro Civil: 

a) La adquisición de la nacionalidad española por residencia, carta de naturaleza y opción, así como su recuperación y las 

declaraciones de voluntad relativas a la vecindad, se inscribirán en el registro individual. 

b) Podrá inscribirse la nacionalidad española adquirida por cualquiera de las vías que reconoce el ordenamiento jurídico si no se 

ha efectuado la inscripción previa de nacimiento. 

c) Las declaraciones de voluntad relativas a la adquisición de la nacionalidad española por residencia, carta de naturaleza y opción, 

así como su recuperación, conservación o pérdida, y las declaraciones de voluntad relativas a la vecindad, solamente podrán 

realizarse ante el Encargado del Registro Civil. 

d) La inscripción de la pérdida de la nacionalidad tendrá carácter meramente constitutivo. 

 

RESERVA: 

101. Conforme establece el artículo 539 de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, para la ejecución derivada de procesos 

monitorios en que no haya habido oposición, se requerirá la intervención de abogado y procurador siempre que la cantidad 

por la que se despache ejecución sea: 

a) Superior a 300 euros. 

b) Superior a 900 euros. 

c) Superior a 2.000 euros. 

d) Será preceptiva la intervención de abogado y procurador independientemente de la cuantía. 

102. De conformidad con el artículo 612.2 de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil, la reducción de un embargo se resolverá 

por: 

a) Diligencia de ordenación, cuando el embargo se hubiera trabado con dicha resolución. 

b) Decreto. 

c) Auto. 

d) Providencia, cuando el embargo se hubiera trabado con dicha resolución. 

103. De conformidad con el artículo 11 del Real Decreto 937/2003, de 18 de julio, de modernización de los archivos judiciales, en 

defecto de nombramiento de secretario judicial, el responsable del Archivo Judicial Central será el: 

a) Secretario de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia. 

b) Secretario Coordinador del Tribunal Supremo. 

c) Secretario de Gobierno del Tribunal Supremo. 

d) Secretario Coordinador del Tribunal Superior de Justicia. 

104. En virtud del artículo 456 de la Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, las resoluciones dictadas por el letrado de la 

Administración de Justicia necesaria para la tramitación del proceso se denominarán: 

a) Diligencias. 

b) Decretos. 

c) Acuerdos. 

d) Actas. 

 


